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El Pleno del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunido en Zamora el día 25 de 
marzo de 2010, ha examinado el 
anteproyecto de ley por el que se 
crea y regula el Consejo Audiovisual 
de Castilla y León, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 23 de febrero de 2001 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al anteproyecto de 
Ley por el que se crea y regula el Consejo Audiovisual de Castilla y León.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 26 de febrero de 

2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 207/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 

 
Primero.- El proyecto. 
 
El anteproyecto de ley sometido a consulta consta de una exposición de 

motivos, ocho artículos, una disposición transitoria, una disposición derogatoria 
y dos disposiciones finales. 

 
Este anteproyecto viene a desarrollar el mandato contenido en la 

disposición final primera de la Ley 4/2009, de 28 de mayo, de Publicidad 
Institucional de Castilla y León.  
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En la exposición de motivos del anteproyecto se reafirma la importancia 
de los medios audiovisuales de Castilla y León. Por ello, la Ley 4/2009, en la 
disposición final primera, prevé la creación del Consejo Audiovisual de Castilla y 
León, como órgano independiente de las instituciones, empresas, agentes y 
entidades directamente relacionadas con el sector, que actuará con carácter 
consultivo y asesor, para promover el respeto de los derechos, libertades y 
valores constitucionales y estatutarios, y el cumplimiento de la normativa 
vigente en materia audiovisual y de publicidad en el ámbito de los medios 
audiovisuales en Castilla y León.  

 
Los artículos tienen el siguiente contenido, de acuerdo con el título que 

acompaña a cada precepto: 
 
 Artículo 1.- Creación y sede. 
 
 Artículo 2.- Finalidad. 
 
 Artículo 3.- Ámbito de actuación. 
 
 Artículo 4.- Composición. 
 
 Artículo 5.- Duración del mandato de los miembros. 
 
 Artículo 6.- Funciones. 
 
 Artículo 7.- Organización y funcionamiento. 
 
 Artículo 8.- Medios materiales. 
 
La disposición transitoria prevé que el Consejo Asesor de Radio 

Televisión Española en Castilla y León seguirá ejerciendo sus funciones 
conforme a su normativa reguladora en el plazo de seis meses desde la entrada 
en vigor de la ley, momento a partir del cual quedará definitivamente disuelto. 

 
La disposición derogatoria deja sin efecto la Ley del Consejo Asesor de 

Radio Televisión Española en Castilla y León, texto refundido aprobado por el 
Decreto Legislativo 1/1989, de 4 de mayo, así como cuantas normas de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en la ley. 
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La disposición final primera faculta a la Junta de Castilla y León para 
dictar las disposiciones reglamentarias que sean precisas para el desarrollo de 
esta ley. 

La disposición final segunda señala que la entrada en vigor del decreto 
se producirá el día siguiente al de su publicación en el “Boletín Oficial de Castilla 
y León”. 

Segundo.- El expediente remitido. 

En el expediente que acompaña al anteproyecto de ley, además de un 
índice de documentos que lo conforman, figuran los siguientes: 

 - Primer borrador del anteproyecto de ley. 

 - Constancia de la participación de las Consejerías a las que, en 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 75.4 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, se ha 
dado traslado del borrador de anteproyecto. Han formulado alegaciones la 
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, la Consejería de Hacienda y 
la Consejería de Fomento. 

 - Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 
Comunitarios de 5 de febrero de 2010.  

 - Texto remitido a la Dirección de los Servicios Jurídicos e informe 
emitido el 8 de febrero de 2010. 

 - Informe de 9 de febrero de 2010, relativo a las observaciones 
formuladas por las Consejerías al anteproyecto.  

 - Informe del Consejo Económico y Social de la Comunidad de 
Castilla y León (CES) de 18 de febrero de 2010. 

 - Informe de 19 de febrero de 2010, relativo a las alegaciones 
formuladas por el CES. 

 - Memoria justificativa del anteproyecto de ley comprensiva de los 
siguientes apartados:  
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  a) Marco normativo.  

  b) Necesidad y oportunidad de la disposición. 

  c) Valoración económica. 

  d) Trámites y audiencia. 

 - Texto del anteproyecto sometido a dictamen de este Consejo 
Consultivo. 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
El artículo 33 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León prevé que el 

Consejo Consultivo de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la 
Junta y de la Administración de la Comunidad y encomienda al legislador 
autonómico la regulación de su composición y competencias. 

 
La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo, califica 

en su artículo 4.1.c) como preceptiva la consulta a esta institución para el 
supuesto de anteproyectos de ley y reserva esta competencia para el Pleno, 
conforme previene su artículo 19.2.  

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 

de los Reglamentos. 
 
El artículo 51.1 del Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, por el que 

se aprueba el Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
dispone que las solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación 
y antecedentes necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así 
como el borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 
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Para el supuesto de los anteproyectos de ley se considera 
documentación necesaria la exigida por el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 
de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Castilla y León. Conforme a dicho precepto, el anteproyecto (cuya elaboración 
se iniciará en la Consejería competente por razón de la materia) deberá ir 
acompañado de una Memoria en la que se incluirán:  

 
 a) Un estudio del marco normativo en el que pretende incorporarse, 

con expresión de las disposiciones afectadas y la tabla de vigencias.  
 
 b) Informes y estudios sobre su necesidad y oportunidad.  
 
 c) Un estudio económico con referencia al coste al que dará lugar, 

así como a su financiación.  
 
 d) La expresión de haber dado el trámite de audiencia cuando 

fuera preciso y haber efectuado las consultas preceptivas.  
 
 e) Informe motivado de las razones imperiosas de interés general 

que determinen el efecto desestimatorio del silencio administrativo. 
 
 f) De establecerse un régimen de autorización para el acceso o 

ejercicio de una actividad de servicios, motivación suficiente sobre la 
concurrencia de las condiciones de no discriminación, necesidad y 
proporcionalidad, así como, en su caso, de la concurrencia de estas mismas 
condiciones en relación con los requisitos previstos en el artículo 11.1 o en el 
artículo 12.2 ambos de la Ley sobre el acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio. 

 
Además, la citada Ley exige que el anteproyecto se envíe a las restantes 

Consejerías para su estudio, que los Servicios Jurídicos de la Comunidad 
informen sobre él y que, previamente a su aprobación por la Junta de Castilla y 
León, se someta al examen de los órganos consultivos cuya consulta sea 
preceptiva. 

 
En el presente caso, como ha quedado reflejado en los antecedentes de 

hecho, se acredita con la documentación enviada que el anteproyecto cumple 
las exigencias sustanciales de elaboración de disposiciones de carácter general, 
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aspecto éste de singular importancia si se tiene en cuenta que el 
procedimiento, tanto en su aspecto formal como material, opera como una 
garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de las decisiones 
administrativas que tienen por finalidad integrarse en el ordenamiento jurídico 
autonómico con eficacia.  

 
No obstante, debe señalarse que sólo constan por su mención en la 

Memoria las negociaciones y sugerencias realizadas durante el procedimiento de 
elaboración de la norma con grupos parlamentarios, otros Consejos Audiovisuales 
de diferentes Comunidades Autónomas, expertos universitarios, responsables de 
empresas audiovisuales y de la producción audiovisual, sindicatos y directores de 
los medios de comunicación en Castilla y León. Con esta observación se pretende 
recordar, una vez más, la importancia de la remisión completa de los expedientes 
a este Consejo Consultivo, con la documentación acreditativa de haberse 
conferido los trámites de audiencia practicados, así como de las sugerencias y la 
consideración que éstas han merecido al órgano encargado de la redacción del 
anteproyecto, pues de otro modo no puede llegarse a un verdadero conocimiento 
del iter procedimental de la norma. 

 
3ª.- Competencia y rango de la norma proyectada. 
 
El artículo 70.1 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León establece 

que la Comunidad de Castilla y León tiene competencia exclusiva en las 
siguientes materias: 

 
 “30º. Publicidad en general y publicidad institucional sin perjuicio 

de la legislación del Estado.  
 
 »31º. Cultura, con especial atención a las actividades artísticas y 

culturales de la Comunidad:  
 
  »(…). 
 
  »c) Industria cinematográfica y audiovisual de Castilla y 

León y de promoción y planificación de equipamientos culturales de Castilla y 
León”.  

 

 6



 

En aplicación de estos principios, se reguló la publicidad institucional 
mediante la Ley 4/2009, de 28 de mayo, de Publicidad Institucional de Castilla y 
León, que en su disposición final primera regula la creación del Consejo 
Audiovisual de Castilla y León y encomienda a la Junta de Castilla y León la 
remisión a las Cortes, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la 
Ley, de un proyecto de ley a través del cual se cree el citado órgano como 
órgano independiente de las instituciones, empresas, agentes y entidades 
directamente relacionadas con el sector, que actuará con carácter consultivo y 
asesor para promover el respeto de los derechos, libertades y valores 
constitucionales y estatutarios y el cumplimiento de la normativa vigente en 
materia audiovisual y de publicidad, en el ámbito de los medios audiovisuales 
en Castilla y León.  

 
Por tanto, a la vista de lo expuesto, la Comunidad Autónoma, dentro de 

los límites previstos en la Constitución y en el Estatuto de Autonomía, es 
competente para dictar la norma proyectada. 

 
4ª.- Observaciones en cuanto al fondo.  
 
Consideraciones generales. 
 
Como se ha señalado más arriba, con el presente anteproyecto se trata 

de dar cumplimiento a la previsión contenida en la disposición final primera de 
la citada Ley 4/2009, de 28 de mayo, de crear el Consejo Audiovisual de Castilla 
y León como órgano independiente y que actuará con carácter consultivo y 
asesor para promover el respeto de los derechos, libertades y valores 
constitucionales y estatutarios, y el cumplimiento de la normativa vigente en 
materia audiovisual y de publicidad en el ámbito de los medios audiovisuales en 
Castilla y León.  

 
En este sentido puede afirmarse que se ha dado cumplimiento a la 

creación del citado órgano y se establecen las líneas esenciales de su 
regulación, aunque con importantes remisiones al reglamento. No obstante, en 
la línea advertida por el Consejo Económico y Social de Castilla y León, se 
considera conveniente formular una pequeña reflexión sobre la indeterminación 
de la naturaleza del órgano que se crea y, con ello, sobre el encargo que 
contiene la citada disposición final. 
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Lo primero que llama la atención de la lectura del anteproyecto es la 
indeterminación en la naturaleza del órgano que se pretende crear, pues el 
artículo 1 se limita a señalar que se crea el Consejo Audiovisual de Castilla y 
León como un órgano colegiado adscrito a la Consejería competente en materia 
de comunicación; y su apartado 2, que la sede del Consejo será la de la 
Consejería a la que esté adscrito. 

 
Si a ello se le une que los medios materiales necesarios para el 

funcionamiento del Consejo serán facilitados por la Consejería a la que esté 
adscrito (artículo 8), la pretendida independencia del órgano queda 
sustancialmente mermada. 

 
Si bien es cierto que la forma de designación de sus miembros (según el 

artículo 4, seis de ellos por las Cortes de Castilla y León y dos por la Junta de 
Castilla y León) entre profesionales de reconocido prestigio especialmente en el 
ámbito de la comunicación, la cultura o la universidad, aseguraría una cierta 
independencia en su funcionamiento ordinario, lo cierto es que una visión de 
conjunto de la regulación proyectada deja entrever sus sustanciales diferencias 
con otros Consejos semejantes de otras Comunidades Autónomas y con las 
recomendaciones de la Unión Europea y del Consejo de Europa.  

 
Son varias las Directivas, Comunicaciones, Decisiones y Recomendaciones 

de las instituciones europeas sobre la necesidad de que este control se realice 
por medio de organismos reguladores independientes. Como recuerda el 
Consejo de Estado en su Dictamen 1.821/2005, “la existencia de una autoridad 
reguladora independiente en materia audiovisual ha sido una demanda 
largamente sentida en la sociedad española”. Añade que en el preámbulo de la 
Ley del Consejo Estatal de Medios Audiovisuales se recuerda “tanto el informe 
aprobado en 1995 en el Senado (por unanimidad) solicitando su creación como 
la Recomendación aprobada en el año 2000 por el Consejo de Europa (con el 
voto favorable de España) instando a los Estados miembros a crear autoridades 
audiovisuales independientes (mandato que ha sido cumplido por algunas 
Comunidades Autónomas pero aún no por las autoridades estatales)”. 

 
En este sentido resulta paradigmática la Recomendación de 20 de 

diciembre de 2000, del Comité de Ministros de los estados miembros del 
Consejo de Europa, relativa a la independencia y funciones de las autoridades 
reguladoras del sector de la radiodifusión, que pretende profundizar en la 
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libertad de expresión reconocida en el artículo 10 del Convenio Europeo de los 
Derechos Humanos, en la que se instaba a los países europeos que aún no lo 
hubieran hecho a establecer autoridades independientes (tanto del poder 
público como de las empresas privadas), formadas por expertos elegidos de 
forma democrática y transparente, a las que se atribuyese un conjunto de 
potestades sobre el sector como el establecimiento de orientaciones y 
directrices, la concesión de licencias de radiodifusión y diversas competencias 
de control (inspección y sanciones). 

 
Por otra parte, comparado con los Consejos que, con el mismo nombre, se 

regulan en otras Comunidades Autónomas, conviene reflexionar sobre la 
finalidad, estructura y objetivos que se pretende dar al órgano de nueva 
creación. 

 
Aunque en la Memoria que acompaña al presente antreproyecto se recoge 

que se han mantenido conversaciones y se solicitaron sugerencias a los Consejos 
Audiovisuales de Cataluña, Andalucía y Navarra (alegaciones y sugerencias que 
no se han remitido a este Consejo), resulta evidente que la configuración legal y 
funcional diseñada por dichas Comunidades para sus Consejos Audiovisuales 
difiere mucho de la adoptada en el anteproyecto sometido a dictamen.  

 
Así, el Consejo Audiovisual de Cataluña, -que se configura incluso como 

una institución de la Generalitat en su Estatuto de Autonomía (artículo 82), en 
el que se recoge que el Consejo Audiovisual de Cataluña es la autoridad 
reguladora independiente en el ámbito de la comunicación audiovisual pública y 
privada y en el que se prevé una absoluta independencia con el Gobierno. 
Dicho Consejo, además de compartir la naturaleza de órgano consultivo y 
asesor, tiene además encomendadas potestades reglamentarias sobre el sector, 
e incluso sancionadoras y ejecutivas. Así, la Ley catalana 2/2000, de 4 de mayo, 
lo define como un ente público de carácter institucional que, como autoridad 
independiente dotada de personalidad jurídica propia y plena capacidad de 
obrar, tanto en el ámbito público como en el privado, actúa con plena 
independencia de las administraciones públicas en el ejercicio de sus funciones; 
y añade que tiene autonomía orgánica y funcional. 

 
En parecidos términos se expresa la Ley Foral 18/2001, de 5 de julio, por 

la que se regula la actividad audiovisual en Navarra y se crea el Consejo 
Audiovisual de Navarra, al que configura como un ente de derecho público, con 

 9



 

personalidad jurídica propia, independiente de las Administraciones Públicas, 
con plena capacidad, y autonomía orgánica y funcional para el ejercicio de sus 
funciones. Como tal órgano independiente está encargado de garantizar y 
promover el respeto a los valores y principios constitucionales y, en especial, la 
protección del pluralismo, la juventud y la infancia; vela por la transparencia en 
la titularidad de los medios audiovisuales y se le encomiendan también las 
funciones de órgano mediador entre los intereses de la industria audiovisual y 
los intereses socioculturales. Es también el órgano competente para velar por el 
cumplimiento de la legislación, las reglamentaciones y cualesquiera otras 
normas reguladoras de la producción, programación y publicidad, en el sector 
audiovisual en Navarra.  

 
Asimismo el Consejo Audiovisual de Andalucía, creado por la Ley 1/2004, 

de 17 de diciembre, lo define como la autoridad audiovisual independiente 
encargada de velar por el respeto de los derechos, libertades y valores 
constitucionales y estatutarios en el ámbito de los medios audiovisuales en 
Andalucía y por el cumplimiento de la normativa vigente en materia audiovisual y 
de publicidad, y lo configura como una entidad pública con personalidad jurídica 
propia, con plena capacidad y autonomía orgánica y funcional para el ejercicio de 
sus funciones en la que su relación con la Administración de la Junta de 
Andalucía se llevará a cabo a través de la Consejería competente en materia 
audiovisual. 

 
Finalmente el diseño que el legislador estatal traza a través del proyecto 

de ley general de la comunicación audiovisual, en el que se prevé también la 
creación de un Consejo Estatal de Medios Audiovisuales como autoridad 
independiente supervisora y reguladora de la actividad audiovisual estatal, se 
configura a éste como un organismo público de los previstos en la disposición 
adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado, con personalidad 
jurídica propia y plena capacidad de obrar, adscrito al Ministerio de la 
Presidencia. 

 
Resta por señalar que también Galicia cuenta con un Consejo Asesor de 

las Telecomunicaciones y del Audiovisual, creado por la Ley 6/1999, de 1 de 
septiembre, del audiovisual de Galicia, y desarrollado por el Decreto 276/1999, 
de 21 de octubre, por el que se regula la composición y las funciones del 
Consejo Asesor de Telecomunicaciones y Audiovisual de Galicia, pero su 
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estructura y funciones difieren con mucho de la opción adoptada por la norma 
proyectada, pues se configura como un órgano de integración y participación 
de las instituciones, empresas, agentes y entidades directamente relacionadas 
con los referidos sectores, operadores y usuarios, que actuará con carácter 
consultivo y asesor para la administración, y también se le reconocen funciones 
de mediación para el arbitraje y autocontrol. 

 
Por todo lo expuesto se concluye que sólo con reservas puede 

sostenerse que se haya respetado el mandato contenido en la disposición final 
primera de la Ley de Publicidad Institucional de Castilla y León, de creación de 
un órgano independiente, al estilo de las Comunidades antes señaladas, por lo 
que este Consejo Consultivo se suma al parecer del Consejo Económico y Social 
de Castilla y León en cuanto a la conveniencia de reconsiderar la regulación 
proyectada para el Consejo Audiovisual de Castilla y León. En este sentido la 
creación de un ente, con personalidad jurídica, con verdadera autonomía 
orgánica, funcional, jerárquica y económica, facilitaría la solución de las 
dificultades que se han ido plasmando en las sucesivas redacciones del 
presente anteproyecto y dotar así de verdadera independencia al órgano.  

 
Si bien no resulta improcedente la opción legislativa elegida, sí debe 

tenerse presente que la creación de un ente con personalidad jurídica podría 
adaptarse mejor a la mayor parte de los modelos creados en nuestro entorno y 
recomendados desde instancias supranacionales y dar así un mejor cumplimiento 
a la Ley que ampara la creación del Consejo Audiovisual de Castilla y León, con 
la posibilidad de ampliar sus funciones en la línea diseñada por otros Consejos; 
ampliación que con la presente configuración estaría seriamente mermada, por 
las limitaciones que presentan las garantías de independencia diseñadas en el 
presente texto. 

 
Artículo 2.- Finalidad. 
 
En relación con la observación general que se acaba de formular, sólo 

con reparos cabe sostener que el Consejo Audiovisual de Castilla y León está 
dotado de la “independencia y plena autonomía”. La ausencia de independencia 
en cuanto a medios económicos o de organización harían aconsejable la 
modificación del texto proyectado en cuanto a su caracterización, pues podría 
generar equívocos sobre la verdadera naturaleza del órgano que se crea.  
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Artículo 3.- Ámbito de actuación.  
 
No se alcanza a comprender el inciso final de la letra a) del artículo 3, en 

cuanto que señala que se extenderá a “Los medios de comunicación audiovisual 
gestionados directamente por la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León, en su caso”. Si dichos medios son gestionados directamente por la 
Administración Autonómica, el ámbito de actuación del Consejo Audiovisual se 
extiende a ellos, por lo que procede suprimir los términos “en su caso” del texto 
proyectado. 

 
Artículo 4.- Composición. 
 
El citado precepto es el único que justificaría la adecuada calificación del 

órgano como independiente, pues persigue visiblemente, en cuanto a la 
elección por las Cortes de Castilla y León, el propósito de lograr candidaturas 
que gocen de un amplio consenso dentro del arco parlamentario. Por ello, como 
ya señaló el Consejo Económico y Social de Castilla y León en su informe de 18 
de febrero de 2010, cabría replantearse la posibilidad de que todos sus 
miembros sean elegidos por las Cortes, y no dos de ellos por la Junta de 
Castilla y León. Esta es la opción seguida, entre otros, por la Comunicada 
Autónoma de Andalucía. 

 
En cuanto a la previsión contenida en el apartado 1 del presente 

precepto, este Consejo debe advertir de que si bien se entiende que los 
miembros del Consejo Audiovisual de Castilla y León serán elegidos entre 
personas de reconocido prestigio, especialmente relacionados con la 
comunicación, la cultura o la universidad, dicha vinculación prioritaria debe 
entenderse como no excluyente. 

 
Aunque no resulta difícil justificar esa preferencia, no debe erigirse en un 

límite legal previo e innecesario que inhiba la designación de candidatos que 
procedan de ámbitos muy directamente ligados a otros contenidos relevantes 
de la futura institución (como son, por ejemplo, los provenientes de los sectores 
económico o jurídico). Esta observación ha sido formulada por otros órganos 
consultivos, como por ejemplo el Consejo de Estado en su Dictamen 1.821/2005. 
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Por lo que se refiere a la designación del secretario, dado que tiene voz, 
aunque no voto, en el Consejo, parecería adecuado también que tuviese algún 
tipo de cualificación específica en la materia. 

  
Por otro lado, respecto al apartado 4 del artículo que se comenta, cabe 

señalar que la propuesta del titular de la Consejería a la que está adscrito el 
Consejo debe interpretarse como una mera propuesta formal, pues la elección 
se realiza, de conformidad con el apartado 1 del citado artículo, por las Cortes y 
por la Junta de Castilla y León. 

 
El apartado 5, introducido como consecuencia de alguna de las 

alegaciones vertidas sobre el texto del anteproyecto, se limita a señalar que el 
estatuto personal de los miembros del Consejo Audiovisual se determinará 
reglamentariamente. Dicha remisión en blanco al reglamento no se considera 
acertada, por lo que se debería, siquiera de manera somera, establecer las 
líneas esenciales del citado estatuto personal de sus miembros.  

 
Por último, este Consejo Consultivo comparte el criterio sostenido por el 

Consejo Económico y Social en el sentido de que las causas de incompatibilidad 
de los miembros del Consejo Audiovisual deben quedar consignadas en el texto 
de la norma que se proyecta, pues de otro modo serían elaboradas por el 
gobierno de la Comunidad por vía reglamentaria. En aras de la independencia, 
debe ser en sede legal donde se recojan aquéllas. De indudable importancia es 
en esta materia, pues parece lógico pensar que dentro de esas causas de 
incompatibilidad deberán debatirse, en sede parlamentaria, cuestiones tales 
como tener algún tipo de vinculación, profesional o económica, con alguna de 
las empresas o entidades del sector.  

  
Esta observación tiene carácter de sustantiva y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

 
Artículo 5.- Duración del mandato de los miembros. 
 
El apartado 2 del presente artículo prevé que el mandato de los 

miembros del Consejo finalizará por expiración del plazo para el que fueron 
nombrados, por decisión motivada de la institución que lo eligió o por renuncia. 
Este Consejo Consultivo considera que los términos en que está redactado el 
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precepto son excesivamente amplios y exige, en aras de la independencia, que 
se determinen las causas que permiten concluir el mandato por decisión de la 
institución que elige a los miembros, pues de otro modo, cualquier causa, 
siempre motivada, tendría cabida.  

 
En este sentido, el Consejo de Estado en su Dictamen 1.821/2005, 

emitido con ocasión del anteproyecto de ley del sector audiovisual y en relación 
con el Consejo Estatal de Medios Audiovisuales, señaló que “En efecto, y como 
ya dijera el Consejo de Estado con ocasión del dictamen 1.701/2005: `De las 
anteriores consideraciones se desprende que una efectiva garantía de 
independencia tiene como presupuestos ineludibles la atribución del control a 
un órgano o autoridad audiovisual independiente, y la determinación del plazo 
de mandato y de las causas de destitución de quienes integran el órgano de 
administración´.”. Y todo ello en un entorno desvinculado jerárquicamente de 
la Administración General del Estado y ajeno a los otros entes ya existentes, 
posición no del todo compartida por la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, la cual (con legítima competencia y en uso de sus 
preceptivas facultades informantes) no ha cesado -en la tramitación de la Ley 
General Audiovisual y en la de este anteproyecto- de invocar la conveniencia de 
atribuir a la misma cierta parte de los poderes del futuro Consejo Estatal. 

  
De otra parte, una mera declaración legal de independencia del Consejo 

Estatal resultaría ilusoria e ingenua si no está acompañada de un sistema de 
nombramiento y cese de sus 10 miembros que garantice efectivamente una 
auténtica situación de independencia”.  

 
Este Consejo Consultivo comparte el criterio expuesto a pesar de la 

diferente configuración y funciones que el texto estatal reserva para el Consejo 
Estatal de Medios Audiovisuales, por lo que la presente observación tiene la 
consideración de sustantiva y deberá ser atendida para que resulte procedente 
el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen del Consejo Consultivo de 
Castilla y León”. 

 
Artículo 6.- Funciones. 
 
La letra f) del apartado 1 del precepto atribuye al Consejo Audiovisual 

“conocer y atender las quejas y sugerencias de los ciudadanos en materia 
audiovisual”. Dada la parquedad de la redacción, no se alcanza a comprender 
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cómo un órgano consultivo y asesor atenderá las citadas quejas y sugerencias, 
ya que cualquier tipo de actuación en relación con ellas, más allá de la consulta 
y asesoramiento, excedería de la naturaleza del órgano. 

 
Este Consejo Consultivo advierte, en primer lugar, de que pudieran surgir 

en el ejercicio de esta función una serie de problemas prácticos, dada la 
indeterminación de su enunciado, al no concretarse en la norma aspectos tales 
como el alcance, la obligatoriedad y los efectos que se traducirán en la 
atención, o mejor, en la inatención de las quejas y sugerencias.  

 
Artículo 8.- Medios Materiales. 
 
En cuanto a este precepto basta remitirse a las consideraciones 

generales formuladas al inicio del presente dictamen, en cuanto a la indudable 
relación entre la autonomía económica y la independencia, postura sostenida 
tanto desde la Unión Europea como por el Consejo de Europa.  

 
Disposición transitoria. 
 
Debe corregirse la mención relativa a que el Consejo Asesor de Radio 

Televisión Española en Castilla y León seguirá ejerciendo sus funciones “en el 
plazo de” seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, por “durante”. 

 
Disposición derogatoria. 
 
En cuanto a esta disposición y en el plano del cumplimiento de los 

trámites procedimentales -trámite de audiencia-, se debe poner de manifiesto 
que se aprecia la falta de solicitud de informe precisamente del órgano que se 
pretende suprimir: el Consejo Asesor de Radio Televisión Española, regulado 
por el Decreto Legislativo que ahora se deroga. 

 
5ª.- Correcciones gramaticales.  
 
Aunque la redacción del texto es, en general, correcta desde el punto de 

vista gramatical, debería realizarse una revisión tanto del articulado como de la 
parte expositiva. En concreto, es necesario verificar el empleo de los signos de 
puntuación (por ejemplo, tras el título del artículo 2 se ha omitido un punto), la 
acentuación y los elementos de coordinación y enlace, así como homogeneizar 
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el uso de mayúsculas. Así, expresiones como “la presente ley” o similares, en 
ocasiones aparecen con mayúsculas y en otras con minúscula (este Consejo 
considera que debe optarse por este último criterio). 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Atendidas las observaciones formuladas a los artículos 4 y 5, sin lo cual 

no resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las restantes, puede 
someterse a la Junta de Castilla y León para su aprobación el anteproyecto de 
Ley por el que se crea y regula el Consejo Audiovisual de Castilla y León. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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